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RESUMEN 
La hipótesis principal de este trabajo sostiene que el narcotráfico y el crimen organizado son 
el principal obstáculo para que se consolide el proceso de la transición a la democracia en 
México. Se analiza el fenómeno de la violencia en México partiendo del contexto histórico 
donde se presentan de manera simultánea la transición a la democracia, la globalización 
y la emergencia del crimen organizado trasnacional. Desde los años noventa del siglo XX, 
la violencia producto de actividades criminales se acerca a la frontera México-Estados 
Unidos, convirtiendo a Baja California, Chihuahua y Tamaulipas en los estados más 
violentos del país. Se configuran escenarios de conflicto y guerras entre las fuerzas del 
gobierno y las diversas agrupaciones criminales que se disputan el territorio. El presidente 
Felipe Calderón (2006–2012) desplegó una estrategia de “guerra” respaldado por Estados 
Unidos a través de la Iniciativa Mérida, que implicó la militarización de la política de 
seguridad del Estado mexicano En el artículo se analizan también los tres primeros 
años del gobierno de Enrique Peña Nieto (diciembre de 2012 – octubre de 2015) y los 
principales escenarios de conflicto en Michoacán, Guerrero y Tamaulipas. El  obierno 
enfrenta una gran crisis de derechos humanos desde septiembre de 2014 por causa del 
asesinato y desaparición de 43 estudiantes en Iguala. Se concluye que la democracia está 
afectada por la guerra al narcotráfico, pero se agregan herencias del régimen político 
autoritario que dominó durante casi todo el siglo XX, tales como la impunidad, la 
corrupción y la violación de derechos humanos. 

PALABRAS CLAVE: México, guerra a las drogas, Michoacán, Guerrero, Tamaulipas, 
Iniciativa de Mérida. 

SUMMARY
The main hypothesis of this paper argues that drug trafficking and organized 
crime are the main obstacles to the process of transition to democracy in Mexico. 
The  phenomenon of violence in Mexico is analyzed in the historical context, 
taking into account the   transition to democracy, the globalization as well as the 
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Artículos y ensayos emergence of transnational organized crime. Since the nineties of the twentieth 
century, the violence related to criminal activities approaches the US-Mexico 
border, making Baja California, Chihuahua and Tamaulipas the most violent 
states. There is a war between the government forces and various criminal groups 
that are fighting for control over territory. President Felipe Calderon (2006–2012) 
adopted a  strategy of “war” backed by the United States through the Mérida 
Initiative, which involved the militarization of the security policy of the Mexican 
government. The article discusses also the first three years of the government 
of Enrique Peña Nieto (December 2012–October 2015) and the main places of 
conflict in Michoacan, Guerrero and Tamaulipas. This government has faced 
a human rights crisis since September 2014, due to the murder and disappearance 
of 43 students in Iguala. We conclude that democracy is affected by the war on 
drugs, but legacies of the authoritarian political regime that dominated for most 
of the twentieth century, such as impunity, corruption and human rights violation 
must be taken into consideration as well.

KEYWORDS: Mexico, war on drugs, Michoacan, Guerrero, Tamaulipas, Merida 
Initiative.

El contexto

El comercio ilegal de drogas es una de las principales actividades del crimen 
organizado en el mundo y se favorece por dos tendencias, una cultural-social 
y otra económica: la expansión de la cultura alternativa a  través de los me-
dios masivos de comunicación y la apertura de las fronteras por causa de la 
expansión del libre comercio. Sin embargo, en América Latina y México otras 
actividades del crimen organizado y  el desarrollo de actividades de crimen 
disperso, callejero, han crecido notablemente desde los años noventa. Es lo 
que se denomina el crecimiento de la inseguridad pública, la violencia social, 
y ha llevado a que se considere en algunos países este problema también como 
de “seguridad nacional”. 

En América Latina, las transiciones a  la democracia que se empezaron 
a dar desde los años ochenta del siglo XX en la mayor parte de los países no 
se logran consolidar. Se entiende “democracia” en el presente artículo como 
un sistema donde existen seis variables: 1) una forma de gobierno con com-
petencia política (pluralismo) mediante elecciones; 2) vigencia del Estado de 
derecho a través de sistemas judiciales eficientes que respondan a toda la po-
blación; 3) sistemas de seguridad del Estado controlados por entes legislativos 
y sociales, sin autonomía, subordinados a las autoridades políticas, tanto las 
fuerzas militares, como policiacas y los servicios de inteligencia; 4) sistemas 
de transparencia de la información del Estado en todos sus niveles; 5) una 
amplia participación política de la población, y 6) políticas públicas que res-
pondan a la población. Como señala el Segundo Informe sobre la Democracia 
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en América Latina del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 
y la Organización de Estados Americanos: 

“La falta de Estado es la que explica por qué poseemos la tasa de homici-
dios más alta del mundo, por qué el narco-crimen domina territorios e influye 
sobre las decisiones públicas, por qué hay amplias zonas de nuestros territorios 
que están fuera del alcance de la ley; explica, en fin, que vivimos en muchos 
casos dentro de una democracia pobre porque poseemos un Estado pobre, li-
mitado y dependiente, o porque cuando el Estado fue de mayor tamaño, no es-
tuvo al servicio de los ciudadanos sino de los poderes fácticos. En muchos de 
nuestros países poseemos Estados que simplemente son incapaces de ejercer 
sus funciones y fallan además en su capacidad para representar a las mayorías 
y escapan a los controles republicanos. Estas cuestiones afectan la legitimidad 
y la eficacia de la democracia”. (PNUD-OEA 2010: 145)

Debido a la aparición del crimen organizado desde los años ochenta del si-
glo XX, se  amenaza a la estabilidad política, por la capacidad de penetración 
de las estructuras económicas y sociales de los países. Así, la evolución de la 
democracia se ve limitada por la necesidad que tienen los gobiernos de comba-
tir al crimen organizado, y por el impacto criminal, en parte por la corrupción 
asociada a su acción. En este sentido, la corrupción es una amenaza directa a la 
democracia (PNUD-OEA 2010: 131), y en México está asociada a la política de 
forma intensa: “el dinero es el lubricante tóxico de la democracia…el resultado 
es dispendio y corrupción” (Nexos 2015: 20). En otras palabras, la corrupción 
asociada al narcotráfico afecta directamente al Estado, debilitando sus estructu-
ras e incluso afectando la seguridad nacional, pública y ciudadana.

Por ello, ante el crecimiento del poder fáctico de las organizaciones cri-
minales, se vuelve necesario volver a reforzar los aparatos de seguridad: mi-
litares, policías y  sistemas de inteligencia, para hacer frente al nuevo ene-
migo. En la acción contra el crimen, hay un gran peligro de violar derechos 
humanos, como ha sucedido en Colombia, los países andinos, América Cen-
tral y México.

En México, a pesar de que se abrieron paso las estructuras políticas del 
país a  la rotación del poder entre distintas fuerzas políticas, lográndose el 
desplazamiento del partido hegemónico Partido Revolucionario Institucio-
nal (PRI) por el Partido Acción Nacional (PAN) en diciembre del año 2000, 
la construcción de estructuras democráticas ha sido gradual y ha mostrado 
obstáculos e incluso retrocesos, ello debido en parte por la acción creciente de 
las organizaciones criminales y la respuesta del Estado, como la declaratoria 
de “guerra a las drogas” de Felipe Calderón, en enero de 2007, donde se buscó 
el respaldo internacional, principalmente de Estados Unidos, a  través de la 
Iniciativa Mérida.

En Estados Unidos, desde los años sesenta del siglo XX, el narcotráfico 
comenzó a considerarse asunto de seguridad nacional. En los años ochenta, 
el presidente Ronald Reagan lo incluyó en la nueva doctrina de contención: 
la guerra de baja intensidad (Frost 1986: 189–198).  En un inicio, Estados 
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Artículos y ensayos Unidos buscaba combatir guerrillas de izquierda, pero también se incluyó 
en la doctrina de contención a los grupos criminales que realizaban narco-
tráfico. En los años ochenta, la producción de cocaína se ubicó en los países 
andinos y su exportación hacia Estados Unidos se realizaba por la cuenca 
del Caribe, principalmente hacia Florida. En la década de los noventa, debi-
do al fin de los conflictos militares en América Central, los grupos crimina-
les abrieron la ruta terrestre y, de allí, los países del istmo y México se vol-
vieron el paso principal de tránsito. A este tránsito geopolítico de Colombia 
a México se agrega que se lograron debilitar significativamente los grandes 
grupos criminales colombianos (los carteles de Medellín y Calí) y los mexi-
canos ocuparon su lugar (el Cartel del Pacífico-Sinaloa y el Cartel del Golfo) 
(Bagley 2009: 25).

Una consecuencia de la importancia que tiene el narcotráfico es que, a di-
ferencia del pasado, en América Latina está impidiendo la construcción de-
mocrática del Estado. Esto se debe a cuatro factores según el PNUD: el prime-
ro, por la debilidad de las instituciones públicas democráticas, lo que significa 
que se avanzó en la democratización, pero aún es largo el camino para trans-
formar las estructuras de gobierno de muchos países para que sean eficientes 
para combatir el crimen organizado y el delito común; el segundo es el creci-
miento de la delincuencia organizada como factor de poder no democrático 
y que atenta contra el Estado, pues en un contexto de instituciones débiles, su 
acción aumenta la violencia; en tercer lugar, el factor geoestratégico, donde 
básicamente, desde los atentados del 11 de septiembre de 2001, se modifica-
ron las relaciones entre las naciones y se “securitizaron” muchas estructuras 
estatales; y, en cuarto lugar, aumentaron los niveles de la percepción de la ame-
naza que representa el crimen organizado y la inseguridad ciudadana (PNUD 
2013: 117). Sobre el tema de la percepción ciudadana que respalda el “endu-
recimiento” del Estado, encuestas de 2012 aplicadas en casi todos los países 
latinoamericanos señalan el apoyo de la población para el establecimiento de 
leyes más duras (PNUD 2013: 101). 

Debido al narcotráfico, se tiene en realidad un “Estado Híbrido” pues con-
viven formas de gobierno democráticas, con formas militarizadas y represivas, 
pero que tampoco son autocracias o dictaduras, construyéndose modalidades 
de operación del Estado que en lo formal son democracias, pero que emplean 
muchas veces la violación del Estado de derecho, dándose en muchos casos 
“regresiones” autoritarias o militarizadas (Moller y Skaaning 2013: 97). Esto se 
observa básicamente en México, los países de América Central y los Andinos 
(Americas Quarterly 2010: 38). 

Por ello, la participación militar en el combate al crimen, sustituyendo 
a cuerpos policiacos débiles, representa un gran retroceso institucional y po-
lítico. Lo anterior se debe a que se dan simultáneamente acciones militares 
contra el crimen en apoyo a la seguridad ciudadana (buscando la reducción 
de la violencia), o incluso para tareas de desarrollo, todo ello derivado de la 
ausencia de capacidades de las instituciones específicas del Estado. Esto tie-



131

Democracia, violencia 
y narcotráfico en México. 
Desafíos 2015  
 
Raúl Benítez Manaut

ne como consecuencia la reproducción de un “Estado débil endémico” (Alda 
2012: 199). Este fenómeno se observa en México, donde, además, se dan for-
mas de   impunidad de la acción de integrantes de las fuerzas de seguridad 
del Estado. Como consecuencia de ello, se debilita el Estado de derecho, es 
muy deficiente la impartición de la justicia, se empoderan y  benefician las 
organizaciones criminales y se debilita el sistema político (Bailey 2014: 181). 
Con todo esto, la democracia no puede avanzar.

Por razones geográficas – la ubicación fronteriza con el mayor mercado de 
drogas del mundo-, el problema del crimen organizado en México se volvió 
un asunto de seguridad nacional, debido a que se vive un aumento muy rápido 
tanto de la violencia criminal como de la social.

La guerra al narcotráfico se acerca a la frontera  
México-Estados Unidos

En el caso de México y Estados Unidos, desde los años ochenta del siglo XX el 
crecimiento del tráfico de drogas fue uno de los principales puntos de tensión 
entre los gobiernos de ambos países. La fricción se agravó desde el asesinato 
del agente de la DEA, Enrique Camarena, en 1985 en Guadalajara (Univi-
sión, s/f). El gobierno de México califica por vez primera al narcotráfico como 
un asunto de seguridad nacional en 1987 (Toro 1990: 375).

Durante el gobierno de Carlos Salinas de Gortari (diciembre de 1988 – no-
viembre de 1994) se reformulan todas las estrategias institucionales y de coordi-
nación para el combate a las drogas, en parte por el acercamiento entre ambos 
países debido a que comenzaban las negociaciones por un Tratado de Libre Co-
mercio, lo que inicia una cooperación sin precedentes con el gobierno de Esta-
dos Unidos. Desde 1990, la colaboración entre gobiernos y ejércitos comienza 
a conocerse en medios de comunicación. En junio de ese año se menciona que 
una unidad táctica del ejército de Estados Unidos había realizado detecciones de 
aeronaves en espacio aéreo mexicano (Los Angeles Times 1990). 

La guerra contra las drogas durante el gobierno de Zedillo se basó en la 
formulación del “Programa Nacional para el Control de Drogas 1995–2000”. 
Se estrecharon las relaciones de cooperación binacional, a partir del estable-
cimiento del “Grupo de Contacto de Alto Nivel México-Estados Unidos para 
el Combate a las Drogas” (GCAN) (U.S.-Mexico High Level Contact Group), 
en marzo de 1996. Esta cooperación se reforzó un año después con la visita 
del presidente Clinton a México en mayo de 1997, firmándose entre los dos 
presidentes la “Declaración de la Alianza México-Estados Unidos Contra las 
Drogas” (Zedillo y Clinton 1997: 11–A).

En la estrategia de Estados Unidos para contener el flujo de narcóticos a su 
territorio, México es la principal prioridad en lo que respecta a la intercepción, 
siendo Colombia la prioridad para eliminar la producción. Según el general 
Barry McCaffrey, “zar” de guerra contra las drogas en Estados Unidos, el 70% 
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Artículos y ensayos de toda la cocaína que ingresa a Estados Unidos pasa por México, y la Procu-
raduría General de la República (PGR) asegura que en México las ganancias 
de los narcos ascienden a 30 mil millones de dólares (McCaffrey 1996: 46). 
Igualmente, el 80 por ciento de la mariguana y del 20 al 30 por ciento de la he-
roína se introducía a través de México (Schulz 1997: 6). Por ello, en la militari-
zación de la guerra contra las drogas, se canalizó la asistencia directamente al 
ejército mexicano, por la desconfianza en las fuerzas de la PGR. Esta tendencia 
sigue vigente durante los siguientes 20 años. En otras palabras, desde los años 
ochenta no se confía ni en las fuerzas policiacas ni en las de procuración de 
justicia en la contención del narcotráfico.

Con el cambio de gobierno en México en diciembre de 2000, triunfando 
Vicente Fox, la estrategia de combate a las drogas continuó su curso, no obs-
tante que en Estados Unidos, por causa de los atentados del 11 de septiembre 
de 2001, el terrorismo se tornó el epicentro de sus prioridades de seguridad 
nacional, lo que en cierta manera “benefició” a los narcotraficantes colombia-
nos y mexicanos, pues se “ablandó” el seguimiento de sus acciones. 

Desde fines del siglo XX e inicios del siglo XXI hubo gran cantidad de 
reformas en la estructura del Estado mexicano para construir la democracia, 
sin embargo, no se reformó el sistema de seguridad y defensa del país, y las 
viejas estructuras se mantuvieron sin modificaciones sustantivas. Con ello, se 
postergó hasta 1999 la creación de una estructura policiaca federal (se fundó 
la Policía Federal Preventiva –PFP-) y se dejó sin modificaciones el sistema de 
impartición de justicia hasta 2012. Con estos dos pilares a  la transición a la 
democracia (justicia y policía) disfuncionales, en el combate al narcotráfico 
le dio prioridad al empleo del Ejército y posteriormente, desde 2007, también 
a la Armada de México. A ello hay que agregar que la estructura de las fuer-
zas armadas tampoco se reforma y moderniza, con lo que las herramientas 
fundamentales del combate eficaz al narcotráfico (policía, justicia y defensa) 
padecen grandes vulnerabilidades y debilidades, que se acompañan de servi-
cios de inteligencia que le habían dado prioridad a  la inteligencia “política” 
sobre la criminal. Así, tenemos diversas debilidades institucionales que, como 
consecuencia, llevan a un rápido incremento de la “violencia social”, expresán-
dose con un gran aumento de los homicidios producto de los enfrentamientos 
entre carteles y sus fragmentaciones internas desde 2007, así como la reacción 
ofensiva del Estado hacía ellos.

Uno de los vértices fundamentales de la transición a  la democracia en 
México es el decremento del poder de la presidencia de la República y el au-
mento del poder de gobernadores y alcaldes – mediante la llamada “descentra-
lización” – dejando como saldo, en vez de una democracia más fuerte, una dis-
persión de poder casi feudalizada que favoreció a los grupos locales. Con ello, 
los grupos criminales de todo tipo – principalmente los narcotraficantes – se 
fortalecieron, pues en algunos estados del país lograron penetrar con facilidad 
las estructuras locales de gobierno De esta manera, se fueron desmantelando 
los elementos básicos que sostenían la estabilidad del país y no se sustituye-
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ron por instituciones democráticas sólidas capaces de hacer frente al crimen. 
Esto se dio al paralelo de la debilidad de las estructuras de seguridad, defensa 
y justicia, que no sufrieron una reforma modernizadora como lo requería la 
“guerra al narcotráfico”. A esto se le puede  definir como una disfunción en 
seguridad que, a su vez, afecta a la democracia. 

De esta manera, la estabilidad del gobierno mexicano comenzó a ser amena-
zada por los carteles por la necesidad de controlar territorios y acumular poder 
económico, sobre todo en el norte del país. En realidad se van configurando desde 
inicios del siglo XXI tres guerras: la primera es la denominada “guerra a las dro-
gas” (el gobierno mexicano hacia los carteles) que llevó, como reacción defensiva 
de los carteles, a que empezara una pugna por mercados y rutas de tránsito hacia 
Estados Unidos y a su acelerada fragmentación. Ello inmediatamente derivó en la 
segunda guerra, mucho más violenta, que es la que se da entre los carteles. Esto 
se observó hacia 2004–2005 cuando el Cartel del Golfo consolida su estructura 
militar, Los Zetas, y comienzan a enfrentarse al Cartel de Sinaloa y a los grupos en 
Jalisco y Michoacán. También, hacia 2009–2010, aparece una tercera guerra, que 
es la de los carteles contra la población civil. Aquellos carteles afectados por éxitos 
de la estrategia militar implementada (como el desmantelamiento de los lideraz-
gos), como los Zetas, la Familia Michoacana y Los Caballeros Templarios, abren 
un frente de batalla contra la población civil, con secuestros, extorsiones, cobro de 
impuestos y ocupación de estructuras de poder político municipal para extraer 
de los políticos locales partes significativas de los presupuestos de gobierno, sobre 
todo los de obras públicas de infraestructura. 

Guerras, vulnerabilidades del Estado e Iniciativa Mérida

Estas tres guerras: 1) el enfrentamiento entre los diferentes carteles, 2) el com-
bate al narcotráfico por el Estado mexicano, y 3) la guerra de los carteles con-
tra la población civil se hacen en un contexto de debilidad de las instituciones 
de gobierno A pesar del avance en la construcción de la democracia, según 
Sergio Aguayo siguen prealeciendo cuatro vulnerabilidades: primero, la de-
mocracia mexicana es joven, inicio a fines de los noventa; segundo, el proceso 
democrático es incompleto, faltan muchas áreas del Estado en avanzar en re-
formas democráticas, entre estos sectores está el de la defensa, la inteligencia 
y el sistema de justicia, además, la transparencia de la información oficial es 
muy limitada y está acotada por “cláusulas de seguridad nacional”;1 tercero, en 
el sistema político conviven elementos del viejo autoritarismo con las nuevas 

1	 La Ley de Seguridad Nacional de 2005 contiene una cláusula de “Seguridad Nacional” 
mediante la cual las instituciones del gobierno pueden negarse a otorgar información a la ciuda-
danía, la prensa o la academia (DOF 2005). En los hechos, esta cláusula nulifica los avances lo-
grados en la Ley de Acceso a la Información de 2002, en temas concernientes a seguridad nacional 
y defensa (DOF 2002).
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Artículos y ensayos condiciones democráticas y en muchas ocasiones se imponen los primeros; 
y, en cuarto lugar, el país está asolado por “poderes fácticos” nacionales e in-
ternacionales, entre los cuáles está el crimen organizado (Aguayo 2014: 77). 
En síntesis, coincidió en el tiempo la transición a la democracia con el proceso 
de globalización, que en sus aspectos negativos le ofrece condiciones favora-
bles al crimen organizado, por ubicarse México entre las regiones productoras 
y las consumidoras de drogas. En otras palabras, México se ubica en el corre-
dor geográfico entre los países andinos y Estados Unidos.

Después del plan Colombia, el principal esfuerzo de cooperación de Es-
tados Unidos con México para fortalecer la guerra a  las drogas es la Inicia-
tiva Mérida.  Este programa en su origen, en el año fiscal de 2008, tuvo un 
presupuesto de 1,6 mil millones de dólares a  ejecutarse entre 2008 y  2010. 
Se incluyeron recursos para Centroamérica, República Dominicana y Haití. 
A México se le asignaron 1,4 mil millones de dólares. Posteriormente se centró 
la Iniciativa Mérida sólo en México. Para los países de Centroamérica, Estados 
Unidos implementó un plan especial, denominado Central America Regional 
Security Initiative (CARSI).2 

Cuatro son los objetivos centrales de la Iniciativa Mérida. El primero es 
actuar para acotar el poder de los carteles y la impunidad y protección de las 
que gozan por parte de autoridades corruptas. Para ello se necesitaba, como 
primer paso, fortalecer todos los organismos que integran el sistema de segu-
ridad del Estado mexicano, conformado principalmente por las fuerzas arma-
das, la Policía Federal, los organismos de inteligencia y todo el sistema de jus-
ticia penal. Como segundo propósito, la Iniciativa Mérida pretende fortalecer 
el control de la frontera México – Estados Unidos mediante el uso intensivo 
de tecnología. El tercero es mejorar la capacidad de los sistemas de justicia 
penal a través de reformas institucionales y administrativas, para implementar 
los juicios orales. El cuarto aspecto es controlar las actividades de las pandi-
llas asociadas al tráfico de drogas y disminuir la demanda de éstas. También 
la Iniciativa Mérida incluye el fortalecimiento de la sociedad civil a través de 
la Agencia para el Desarrollo Internacional (USAID) (Seelke y Flinkea 2014). 

El resultado de la Iniciativa Mérida es contradictorio. Desde el punto de 
vista de la sociedad civil el balance es negativo, pues se trasladó el escenario 
de “guerra a  las drogas” al territorio mexicano y, además, se incrementó el 
número de homicidios, lo cual crea un ambiente de impunidad, tanto para los 
grupos criminales como para las fuerzas del Estado que los combaten. En el 
caso concreto de México, esto significó la reversión de la tendencia a la baja en 
los homicidios en el país a partir de 2007, lo que agravó el panorama de expan-
sión de la violencia. Los homicidios se triplicaron, pasando de 8 por cada mil 
habitantes en 2007, a 24 en el año 2011. Posteriormente se ha registrado una 
leve disminución, como se observa en el presente cuadro:

2	 A través de CARSI, desde 2008, se despliega un plan de cooperación regional de 642 millo-
nes de dólares, para Belice, Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua y Panamá.
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Fuente: elaboración propia con información de Conapo (2012) e Inegi (2013).
Nota 1: Los datos ofrecidos por Inegi incluyen homicidios dolosos y  culposos con base 
en los registros administrativos de defunciones accidentales y violentas, generados por las 
entidades federativas. 

Los escenarios geográficos del las guerras dividen al país en diversas “zonas 
de combate”, debido a que las organizaciones se dividen la geografía de acuerdo 
con sus fortalezas y debilidades locales, como se observa en el siguiente mapa:

Así, en México, en los años de la “guerra al narcotráfico” (2007–2012), 
las organizaciones criminales pasaron a  ampliar su cobertura de acción te-
rritorial, siendo ocho de ellas las predominantes: Cartel de Sinaloa-Pacífico, 
Cartel del Golfo, Los Zetas, Cartel de Tijuana (Familia Arellano), Cartel de 
Juárez, Familia Michoacana – Caballeros Templarios, Cartel de Jalico Nueva 
Generación, Cartel del Pacífico Sur (Beltrán Leyva). Hacia 2014 dos grandes 
organizaciones, Los Caballeros Templarios y  Los Zetas están notoriamente 
debilitadas (Valdes 2013). En el caso de Michoacán, el desmantelamiento de 
los Caballeros Templarios se dio por una particular presión social de milicias 
armadas de la población organizada en “autodefensas” y no propiamente por 
la ofensiva del gobierno (Cárdenas 2014: 49).

A lo anterior se agrega la acelerada descomposición política y social en el 
estado de Guerrero por la acción de dos grupos criminales, Los Rojos y Gue-
rreros Unidos (Illades 2014: 32).  El enfrentamiento entre estos grupos y  la 
penetración que han hecho de estructuras políticas y policiacas municipales, 
tanto a nivel del presidente municipal, como de los cuerpos de policía, llevó 

Gráfica 1. 
Homicidios por cada 100 
habitantes 2007–2013
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Artículos y ensayos a la masacre de 43 estudiantes en Iguala el 26 de septiembre de 2014, causan-
do una gran crisis política estatal y nacional, además con gran repercusión 
internacional, por la grave violación de derechos humanos (GIEI-OEA 2015).

Mapa 1:
Presencia geográfica del los 

carteles mexicanos 2013

Cuadro 1. 
Presupuesto de las dependen-

cias del sector de seguridad 
como porcentaje del PIB: 

(1994–2012)

Fuente: Stratfor (2015).

Desde el punto de vista gubernamental, para hacer frente a  este avance 
criminal, se ha incrementado el gasto para el sector de seguridad desde el go-
bierno de Carlos Salinas de Gortari, como se observa en la siguiente gráfica:

Carlos Salinas (1994): 1,06%

Ernesto Zedillo: (2000): 0,79%

Vicente Fox: (2006): 0,85%

Felipe Calderón (2012): 1,42%

Fuente: Eduardo Guerrero. Con base en Secretaría de Hacienda y Crédito Público, Presu-
puesto de Egresos de la Federación, varios años. Tomado de Eduardo Guerrero, “Políticas de 
seguridad en México: análisis de cuatro sexenios”, (Aguayo y Benítez 2012:  81).

La estrategia desplegada por el presidente Calderón desde enero de 2007 
consistió en una peculiar declaratoria de “guerra”, donde el presidente no 
acudió al Congreso para legitimarla, ni obtuvo el respaldo de parte impor-
tante de los gobernadores. Esta estrategia buscó centrar los esfuerzos de in-
teligencia en la captura de los máximos jefes de los grupos criminales, cono-
cida como “High-Value Targets” (Objetivos de Alto Valor), y desarrollada por 
Estados Unidos para capturas de los líderes de las organizaciones terroristas 
(Hull 2011). Al intentar descabezar a las grandes organizaciones criminales, 



137

Democracia, violencia 
y narcotráfico en México. 
Desafíos 2015  
 
Raúl Benítez Manaut

el resultado fue la división de las mismas, provocando, a  su vez, la disper-
sión geográfica de la actividad del narcotráfico y el estallido de la guerra entre 
ellas. Esta estrategia también se basó en el despliegue intensivo de las fuerzas 
armadas – en particular incorporando a la Armada a la guerra contra las or-
ganizaciones criminales –, y en el fortalecimiento de la Policía Federal. Lo an-
terior obtuvo el respaldo de la Iniciativa Mérida. Analistas como Luis Astorga 
sostienen que el gobierno de Calderón fracasó en este esfuerzo, pues no logró 
desactivar el poder del Cartel de Sinaloa y durante su gobierno se constituye-
ron como grupos criminales independientes con gran poder La Familia Mi-
choacana, los Caballeros Templarios, Los Zetas y el Cartel de Jalisco Nueva 
Generación (Astorga 2015).

La transición: de Calderón a Peña Nieto

El cambio de gobierno en diciembre de 2012 implicó en materia de seguridad 
una gran cantidad de cambios institucionales. Durante la campaña electoral 
de 2012 (febrero-junio) el entonces candidato del PRI, Enrique Peña Nieto,  
criticó el concepto de “guerra” y señaló que se modificaría drásticamente el 
modelo de seguridad del gobierno saliente, con la creación de fuerzas policia-
cas nuevas como la Gendarmería, y un cambio de paradigma, para impulsar 
políticas de prevención del delito sobre sectores vulnerables –como la juven-
tud-, que superara el enfoque unilateral  reactivo y militar. 

La principal medida inmediata al subir el nuevo gobierno fue la elimina-
ción de la Secretaría de Seguridad Pública (SSP) y la derivación de sus funcio-
nes a la Secretaría de Gobernación (SEGOB), a través de un nuevo organismo, 
la Comisión Nacional de Seguridad (CNS) (DOF 2013).  Su principal labor 
es la conducción de la Policía Federal que en ese momento tenía 36 mil in-
tegrantes. De igual manera, en el seno de la CNS se debatió todo el año 2013 
el proyecto de creación de la Gendarmería. Originalmente sería un cuerpo 
independiente, entrenado por las fuerzas armadas. La Gendarmería inició el 
entrenamiento de sus integrantes en 2013, y se inauguró oficialmente en agos-
to de 2014, como la séptima división de la Policía Federal (DOF 2014). Inició 
con 5.000 agentes, todos civiles,  comenzando su despliegue inmediatamente. 
El proyecto original consistía en entrenar al menos 30 mil nuevos policías 
y poco a poco desmilitarizar la seguridad pública. 

Con el proceso de recentralización, la SEGOB recupera atribuciones le-
gales que ostentaba antes del año 2000, conduciendo, además de la política 
interior, la inteligencia civil y los cuerpos federales de seguridad pública. Res-
pecto a la relación de cooperación con Estados Unidos, uno de los problemas, 
según los funcionarios que arribaron al gobierno, era la descentralización ins-
titucional, por lo que el nuevo gobierno decidió centralizar la cooperación 
en una “ventanilla única” ubicada en la SEGOB. Con ello cambiaría la forma 
de implementar la cooperación internacional, además de que el gobierno de 
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Artículos y ensayos Peña Nieto decidió que los programas de prevención del delito debería tener 
prioridad.

En los dos primeros años del gobierno de Peña Nieto, durante 2013 y 2014, 
el crimen organizado transformó su morfología. Siguiendo con la tendencia 
de los homicidios desde 2011 a  la baja, elemento que favorece al gobierno 
y su imagen,  aumentaron los secuestros y las extorsiones en el país, debido 
a una transformación de la actividad de las células de sicarios de algunas or-
ganizaciones donde se inclinan por tener a la población como “botín”, en vez 
de encontrar sus ganancias en el tráfico de drogas. De igual manera, la crimi-
nalidad común sigue siendo uno de los  principales factores de preocupación 
de la población. La encuesta ENVIPE, levantada por el INEGI –de cobertura 
anual- lo presenta de la siguiente manera:

Los resultados de la encuesta muestran el aumento de la delincuencia co-
mún de 2011 a 2013. En otras palabras, los homicidios tienen una tendencia al 
descenso y los crímenes comunes al ascenso.

Otra importante propuesta del presidente Peña Nieto, derivada de la cri-
sis de Iguala, fue la reforma de Seguridad y  Justicia, presentada el 28 de 
noviembre de 2014.  La propuesta presidencial incluye el cambio de siete 
artículos de la Constitución –21, 73, 104, 105, 115, 116 y 123–, por ello ne-
cesita la mayoría calificada de las dos terceras partes de los legisladores en 

Gráfica 2. 
Hogares con alguna 

víctima de delito. 2013

Victimización Histórica

2011 2012 2013

30,4 32,4 34

Fuente: “Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre Seguridad Pública (EN-
VIPE)”, Inegi, Boletín de prensa 418/14, 30 de septiembre, 2014 (ENVIPE 2014).
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el Congreso. Esta reforma tiene tres partes fundamentales: 1) construir el 
Mando Único Policial en las entidades federativas, para subordinar a las po-
licías municipales; 2) otorgar al Congreso capacidades para emitir leyes en 
materia penal; y 3) darle poderes al gobierno federal para desmantelar los 
poderes en un municipio, si hay indicios de que sus autoridades están infil-
tradas por la delincuencia.

Sobre el primer aspecto, se plantea que la seguridad pública debe ser una 
responsabilidad exclusiva de las autoridades federales y estatales, por lo que 
en la práctica dejarían de existir las fuerzas policías municipales. La iniciativa 
señala que esto es necesario porque las corporaciones municipales no tienen 
la capacidad de proteger a los ciudadanos y las entidades federativas están en 
mejores condiciones de hacerlo. Se sostiene que el 86% de las policías munici-
pales cuenta con menos de 100 elementos. Sin embargo, la parte más impor-
tante y polemica de la iniciativa es que se vulneraría el principio del municipio 
libre plasmado en la constitución. 

El crimen organizado, como lo hemos señalado, tuvo un movimiento geo-
gráfico del norte al centro del país, convirtiendo a Michoacán y Guerrero en 
casos críticos. De igual manera, en la frontera, se observó la intensidad crimi-
nal trasladándose desde la frontera oeste (Baja California y Chihuahua) hacia 
el este, Tamaulipas. De esta manera, los estados con mayor actividad criminal 
en los últimos dos años son Guerrero, que encabeza la lista de mayores homi-
cidios del país, Michoacán y Tamaulipas.

Michoacán, Guerrero y Tamaulipas 2013–2014

En enero de 2013, de forma s����������������������������������������������úbita�����������������������������������������, aparecen movimientos de autodefensa ar-
mados en numerosos municipios de Michoacán. Se alzaron gran cantidad de 
agricultores, cansados del hostigamiento constante de La Familia Michoaca-
na y Los Caballeros Templarios, mediante una ofensiva armada contra estas 
organizaciones y despiertan muchas simpatías en otros poblados del estado. 
Los Templarios se habían convertido en un poder paralelo y en la práctica ha-
bían desplazado a las autoridades a través de la extorsión (cobro de impuestos 
ilegales) de productores de aguacate, limón, minería y casi toda la actividad 
económica del estado (Heinle, Molzahn y Shirk 2015: 17).

Debido a que las autodefensas cobraban fuerza y el estado se encontraba 
en una especie de guerra civil, el gobierno federal se vio forzado a intervenir, 
especialmente cuando la violencia amenazaba por opacar el programa de 
reformas económicas que el Enrique Peña Nieto está promoviendo para fa-
vorecer a inversionistas extranjeros (Maerker 2014). Esta expresión inédita 
de la sociedad civil llevó al gobierno a  implementar una estrategia de ne-
gociación con los líderes de las autodefensas, reconociendo su incapacidad 
para frenar sólo con las fuerzas del gobierno el avance de Los Caballeros 
Templarios. 
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Artículos y ensayos Durante 2013 se produjeron grandes fricciones entre las autodefensas, el go-
bierno federal y el estatal. Las autodefensas procedieron a perseguir por su cuenta 
a Los Caballeros Templarios con mucha mayor eficiencia que el propio gobierno 
federal. Sin embargo, en enero de 2014, se diseñó el operativo especial en Mi-
choacán, sustituyendo en la práctica a  las autoridades estatales y municipales.3 
Esta nueva estrategia del gobierno se centró en debilitar las finanzas de los delin-
cuentes y lograr desarmar a la población. El desarme debe garantizar a los alzados 
que la entrega de sus armas no llevaría a la situación anterior de dominio criminal 
de los poblados y los ciudadanos, así las autodefensas se transformaron en policías 
municipales. El modelo adoptado de intervención es seguido de la „reconstruc-
ción” de las instituciones, sobre una lógica integral que se acompaña de políticas 
de salud y sociales, pero sobre todo de reconstrucción de los liderazgos políticos, 
las policías (a los cuáles se integraron numerosas autodefensas en la llamada Fuer-
za Rural) y también las instituciones de justicia, estas últimas totalmente ocupadas 
(o cooptadas) por las células criminales. El balance de esta intervención es contra-
dictorio, pues en un año el gobierno federal no puede restaurar el gran deterioro 
social y de la condición de seguridad acumulado. 

Por su parte, Guerrero registra la tasa de homicidios más elevada del país: 
2.500 en 2012 y 2.300 en 2013, con una población de 3,3 millones de habitan-
tes, lo que representa una tasa de 140 por cada cien mil habitantes (cifras de 
Inegi y SNSP, tomadas de Kyle 2015: 19). Esto contrasta con la tasa media del 
país que se ubica  aproximadamente en 19 por cada 100 habitantes.	

Históricamente se considera a Guerrero uno de los estados más violentos 
del país, con presencia de numerosos grupos armados guerrilleros. En Gue-
rrero se registran 21 grupos armados entre 1980 y el año 2000 (Oikon y Gar-
cía 2008: 694).  Dos de ellos, el Ejército Popular Revolucionario (EPR) y  el 
Ejército Revolucionario del Pueblo Insurgente (ERPI) sobrevivieron el cambio 
de siglo. Ambas son organizaciones pequeñas que tienen relaciones con un 
movimiento popular radicalizado con el cual se vinculan movimientos estu-
diantiles y magisteriales, que restringen su acción a algunas áreas rurales del 
estado. Sin embargo, con la migración de células criminales de Sinaloa, Jalisco 
y Michoacán al estado de Guerrero, se configuraron los dos grupos criminales 
responsables de la masacre, asesinato y desaparición de los 43 estudiantes en 
Iguala el 26 de septiembre de 2014: Guerreros Unidos y Los Rojos. Esto fue 
posible porque en los últimos años creció en Guerrero la producción de ama-
pola a  la par del aumento del consumo de heroína en Estados Unidos. Así, 
coinciden en área geográfica de operación los grupos armados de inspiración 
revolucionaria y las organizaciones criminales (Guerrero 2014).

3	 El Comisionado Federal, Alfredo Castillo, fue una especie de gobernador en funciones, 
pero no electo. Su gestión (de enero de 2014 a enero de 2015) no sólo abarcó los temas de seguri-
dad, sino que administró todos los programas sociales y de infraestructura del gobierno federal. 
En Michoacán la clase política nunca lo aceptó y lo definieron como El Virrey. Su lugar fue ocu-
pado por un general de División, que sólo se encargará de la conducción de las fuerzas militares 
y policiacas.
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Desde fines de septiembre de 2014, se ha configurado un movimiento de 
solidaridad con la causa de los 43 estudiantes desaparecidos que rápidamente 
salió de las fronteras de Guerrero, proyectándose a nivel nacional, principal-
mente entre la juventud estudiantil y movimientos sindicales, y  también ha 
tenido amplías repercusiones internacionales. El gobierno mexicano dio por 
cerrado el caso el 22 de enero de 2015, con la hipótesis de que los estudian-
tes fueron asesinados e incinerados por miembros de Guerreros Unidos, en 
colusión con los alcaldes y la policía de Iguala y Cocula. A medida de que se 
inició la búsqueda de los estudiantes por la PGR, se han encontrado fosas en 
los alrededores de Iguala con 89 cadáveres, lo que muestra que esta actividad 
era frecuente por parte de estos grupos criminales. Incluso diversas organiza-
ciones civiles de la ciudad de Iguala señalan que existen 250 personas desapa-
recidas, lo que pone en evidencia una grave crisis de violaciones a los derechos 
humanos en esa ciudad. 

Desde fines de septiembre de 2014, se han dado expresiones muy violen-
tas de protesta, basada en quemas de instalaciones gubernamentales, como el 
Palacio de Gobierno de Chilpancingo, capital del estado, tomas de casetas de 
pago en las autopistas, afectando notoriamente a la población civil. Finalmen-
te, las elecciones del 7 de junio de 2015 se realizaron sin grandes incidentes. 

El estallido de la crisis en Guerrero se debió a una dinámica doble: a  la 
radicalidad de los movimientos sociales y campesinos, y a décadas de impuni-
dad en la acción de las fuerzas militares y de seguridad. A esto se le agrega el 
crecimiento de los dos grupos criminales mencionados. La víctima principal 
es la ciudadanía que está entre tres fuegos: los grupos criminales como Gue-
rreros Unidos y Los Rojos; el gobierno, cuyas fuerzas actúan con altas dosis 
de impunidad en algunas regiones del estado; y  los movimientos radicales, 
afectando cotidianamente a la población civil. 

En Tamaulipas se presentan violentos enfrentamientos entre el Cartel del 
Golfo y su ex-brazo armado, Los Zetas, principalmente en las ciudades fron-
terizas de Matamoros, Reynosa, Nuevo Laredo y Río Grande (Correa 2014). 
Este estado ha sido escenario de graves violaciones de derechos humanos 
y crímenes de lesa humanidad, como la muerte de migrantes en el poblado de 
San Fernando, en agosto de 2010. Fueron asesinados 72 migrantes, la mayoría 
de ellos provenientes de América Central, asesinados por la espalda para ser 
apilados a  la intemperie.  Las investigaciones sostienen que tras ser secues-
trados, fueron asesinados porque no pagaron el dinero que les exigían Los 
Zetas para dejarlos libres. De igual manera, se les obligaba a ser parte del gru-
po criminal. En esta masacre hubo participación de policías municipales. En 
2011, en el mismo poblado, sucede la segunda masacre de San Fernando, de al 
menos 193 personas, encontradas en fosas clandestinas el 6 de abril del 2011. 
Estas masacres ponen en evidencia el modus operandi de Los Zetas, extrema-
damente violento contra los segmentos más vulnerables de la población civil. 

La crisis de Tamaulipas desde esos años ha ido descomponiéndose. Es el 
estado que registra el mayor número de poblados abandonados por sus ha-
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Artículos y ensayos bitantes, que se pueden considerar “refugiados” de la guerra al narcotráfico. 
Según integrantes del Gabinete de Seguridad, Tamaulipas es el principal foco 
rojo del país por el registro de creciminto de la violencia. De 2013 a 2014, los 
asesinatos ligados al crimen subieron casi 100 por ciento. En el primer bimes-
tre del año 2015, se cometieron en esa entidad 125 homicidios dolosos (en 
103 sucesos, registrados en averiguaciones previas), 40 secuestros, 32 casos de 
extorsión y el robo de 1.237 vehículos (La Jornada 2015). 

En cuanto a los secuestros, se registraron 40 entre enero y febrero de 2015 
(la tasa más alta en México), mientras que, en contraste, en siete estados del 
país no se reportó ninguno y en la mayoría no pasaron de 10 ilícitos de esa 
clasificación, denunciados ante el Ministerio Público. Esta crisis no es nueva. 
Después de mantener cifras, hasta 2009, con promedios similares a la tasa na-
cional, los indicadores negativos se empezaron a disparar desde el 2010. Este 
año, se concretó la división entre Los Zetas y el Cartel del Golfo. En 2011, se 
registraron  855 homicidios y 129 secuestros. En 2012, los homicidios ascen-
dieron a 1.016. En el primer año del gobierno de Enrique Peña Nieto, en 2013, 
los homicidios bajaron a 555, pero empezó a subir sustancialmente el delito de 
secuestro. En 2014, el estado tuvo 628 asesinatos y 262 secuestros. 

En Tamaulipas, la población civil está aterrorizada por la violencia desde 
hace varios años. Es un estado donde la prensa no puede ejercer la libertad de 
expresión y el gobierno se ha visto obligado a militarizar y emplear al ejército 
y la armada de forma cotidiana para tratar de frenar la guerra entre los dos 
grupos criminales. 

Conclusiones

El movimiento de solidaridad con los 43 estudiantes tiene en una grave en-
crucijada al gobierno de Enrique Peña Nieto, pues se suma a otros factores 
críticos que incrementan la desconfianza de la población con el gobierno 
Por un lado, están todos los movimientos de apoyo a los padres de familia, 
basado en la protesta de numerosas agrupaciones no gubernamentales de 
defensa de los derechos humanos, así como de indagaciones de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, la Comisión Nacional de Derechos 
Humanos, Amnistía Internacional, Americas Watch, entre otras, que sos-
tienen que es una grave crisis humanitaria y  que existe impunidad de las 
fuerzas policiacas y militares mexicanas. De igual manera, afirman que hay 
indiferencia e incapacidad de los equipos mexicanos de investigación judi-
cial. Por otro lado, también hay una crisis de imagen fuera del país, debido 
a  que la prensa internacional, organismos internacionales como la ONU 
y un grupo importante de gobiernos le solicitan que dicho crimen sea acla-
rado de forma satisfactoria para responder a las demandas de las víctimas. 
A todo lo anterior se agregan graves escándalos de corrupción que afectan 
la imagen del gobierno.
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El movimiento de víctimas de la guerra al narcotráfico en el país ha tenido 
altibajos. Sobresale la acción del poeta Javier Sicilia a través del Movimiento 
por la Paz con Justicia y Dignidad, iniciado en 2011 (Atach, González y Tu-
rati 2015). Este movimiento no violento se contrasta con el movimiento de 
los padres de familia de los 43 jóvenes desaparecidos en Iguala, que contiene 
extremadas dosis de violencia y desafío a las instituciones, como el intento de 
boicotear las elecciones del 7 de julio de 2015. 

En México, las respuestas de la sociedad civil a la violencia son variadas 
y se mueven entre esos dos paradigmas: el pacifismo y  la violencia. Esto se 
puede observar desde los años noventa (Ley 2015). En parte, esto se debe a la 
notable ineficiencia en la investigación de actos criminales. Específicamente, 
respecto de las desapariciones de personas y hallazgos de fosas clandestinas, 
un informe de la PGR revela que en el periodo del 1 de diciembre de 2006 al 28 
de febrero de 2015, se han encontrado 601 cuerpos en 174 fosas clandestinas; 
de ellos, el 80% (485) no se han logrado identificar. Se han hallado fosas en 
16 de los 32 estados del país. El mayor número de casos se ubica en Guerrero, 
Jalisco y Tamaulipas. 

El 7 de junio de 2015, se realizaron las elecciones de medio término con un 
intento fallido de boicotearlas por los grupos de Guerrero (seguidores de los 
familiares de los 43 desaparecidos) y de Oaxaca (miembros del sindicato de 
maestros). Fue un éxito del gobierno y de los partidos políticos. Se instalaron 
el 99,5 por ciento de las casillas de votación en todo en país. Las organizacio-
nes criminales nunca han tratado de impedir las elecciones, por ello en Mi-
choacán, Guerrero, Tamaulipas, Sinaloa y en otros estados del país con alta in-
cidencia criminal, las elecciones se llevaron a cabo de forma normal. A pesar 
de la acción de los grupos de poder fáctico que obstaculizan las elecciones – en 
este caso grupos de estudiantes radicalizados y, en algunos casos, vinculados 
a grupos armados en Guerrero y Oaxaca – su presencia fue mínima. 

De esta manera, el principal dilema de seguridad que enfrenta el país es un 
balance entre tres tendencias: una autoritaria, que pretende restaurar formas 
propias de acción gubernamental que sean eficaces, sobresaliendo el empleo 
de fuerzas militares, y con poco respeto a  los derechos humanos; otra, pro-
ducto de la descentralización del poder y la acumulación de prácticas no de-
mocráticas y de extrema corrupción de autoridades locales y estatales, donde 
la proclividad a vincularse con el crimen organizado es elevada; y la tercera 
modalidad – arrinconada entre las dos primeras – es poder enfrentar al cri-
men organizado con las herramientas de la justicia, el respeto a los derechos 
humanos, sin alterar el orden jurídico, y solo empleando a las fuerzas militares 
en caso de extrema necesidad. Sin embargo, las elecciones del 7 de junio de 
2015 mostraron que la democracia mexicana sigue oscilando entre sus forta-
lezas y sus debilidades.
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